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Caoeste, Conferencia Americana Organismos Electorales Sub-
nacionales por la Transparencia Electoral, comparte en la edi-
ción de mayo de su revista un artículo de Kamile Moreira Castro 
acerca de la integración y autonomía de las naciones respecto 
del derecho jurídico electoral en el contexto de la globalización. 
Contamos con el aporte de Chrysthian Verónica González La-
bastida y Claudia Yazmin García Hernández sobre la participa-
ción política de las mujeres en México y el rol de la Junta Local 
Ejecutiva del INE en Oaxaca. Leandro Querido plantea pensar 
la crisis sanitaria como una oportunidad para pensar alternativas 
en el empleo de herramientas tecnológicas en las distintas eta-
pas del proceso electoral, que permitan garantizar el desarrollo 
de elecciones con integridad. Sobre este último punto trabaja 
María Herminia Puig que analiza la función de los organismos 
electorales sub nacionales en la Argentina en ese sentido. Mar-
tha Mercado analiza la profundización democrática a través del 
presupuesto participativo como acción cívica efectiva de una so-
ciedad comprometida con la decisión y control del destino y uso 
de los fondos públicos. Por último, Myriam Alarcón Reyes estu-
dia la implementación del voto electrónico a través de internet 
en la experiencia de México. Comprometidos con el debate de 
ideas y la mejora de la democracia estrenamos esta publicación 
que esperamos sea una contribución.

Leandro Querido
Director de proyecto
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LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LAS MUJERES EN MÉXICO, Y 
LA CONTRIBUCIÓN DE LA JUNTA LOCAL EJECUTIVA DEL INE 
EN OAXACA PARA LOGRARLO
Incidencia de la legislación en materia electoral promueve cambios en el orden cultu-
ral y en la ampliación democrática. En busca de la equidad de la participación repre-
sentativa de las mujeres.

Maestra en Administración y Licenciada en Derecho por la Universidad 
Regional del Sureste. Cuenta con Diplomados en Economía, Liderazgo 
Político, Democracia, Derecho Electoral, Contabilidad Gubernamental, 
Tutela de Derechos Políticos-Electorales. Ha impartido diversos cursos 
relacionados con Planeación Estratégica, Equidad de Género, Violencia 
Política, Resolución de Conflictos, entre otros. 

Actualmente es Vocal Secretaria de la Junta Local Ejecutiva del Instituto 
Nacional Electoral en el estado de Oaxaca. Adicionalmente ha laborado en 
la administración pública en el Instituto Nacional Electoral y en la Secreta-
ria de Desarrollo Social en Programas como Oportunidades y la Cruzada 
Nacional contra el Hambre.

Es Licenciada en Derecho por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de la Universidad Tecnológica Latinoamericana en Línea (UTEL Universi-
ty).Cuenta conDiplomado en Elecciones, Representación Política y Gober-
nanza Electoral, Reglas, Actores e Innovación Democratica por el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Además de ser la autora del Li-
bro “Consolidación de la Democracia para un Gobierno Abierto” publicado 
por la editorial académica española en septiembre de 2018. 

De septiembre de 2016 a mayo de 2019, colaboró para la Consultoría 
Strategia Electoral en el cargo de asistente de investigación y análisis de 
temas político-electorales y legislativos.En la actualidad se desempeña 
como auxiliar en la asesoría jurídica en la Junta Local Ejecutiva del Insti-
tuto Nacional Electoral en el estado de Oaxaca. Asimismo fue auxiiar de 
transparencia en la Vocalía del Secretariado de la Junta Local Ejecutiva 
del Instituto Nacional Electoral en el estado de Oaxaca.

CHRYSTHIAN LABASTIDA CLAUDIA HERNÁNDEZ 
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Avances en materia de paridad de género tras la refor-
ma política-electoral 2014.

Mucho se habla de la gran transcendencia que tuvo para el Sistema 
Electoral Mexicano la Reforma Político-Electoral de 2014 en materia 
de paridad y no es para menos, ya que del resultado de ella se logró 
un incremento de la participación representativa de las mujeres en el 
Congreso Federal. 

Con dicha reforma, se estableció la obligación de respetar la paridad 
de género en las candidaturas a los cargos de elección popular, pero 
no sólo eso; sino que lo más relevante fue incluir regulaciones específi-
cas como candados para cumplir con las disposiciones  constituciona-
les, tales como: la regla de los distritos perdedores, la cual 
busca garantizar la paridad no sólo en los porcentajes de candidaturas, 
sino también en las oportunidades de acceder a los cargos, median-
te la prohibición de postular solamente candidatos de un género en 
aquellos distritos de mayoría relativa (MR) donde el partido no tiene 
expectativas de ganar la elección. (Gilas y Christiansson; Freinden-
berg, Caminotti, 2018)

En este sentido, tanto en la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (LGIPE) como en la Ley General de Partidos Políti-
cos (LGPP) se plantearon nuevas condiciones a favor de los derechos 
políticos de las mujeres con la finalidad de ser electas a diferentes 
cargos de elección popular. Un ejemplo claro es lo establecido en el 
artículo 232, párrafos 2 y 3 de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales (LGIPE) que plantea que en las candidaturas 
a los cargos de diputaciones y senadurías del Congreso Federal y di-
putaciones locales de las 32 entidades federativas tanto por el princi-
pio de mayoría relativa (MR) como por el principio de representación 
proporcional (RP) se registrarán fórmulas de candidaturas compuestas 
cada una por un propietario y un suplente del mismo género.  

Aunado a lo anterior, la LGIPE le otorgó tanto al Instituto Nacional 
Electoral (INE) como a los Organismos Públicos Locales Electorales 
(OPLE) en el ámbito de sus competencias, la facultad de rechazar el 
registro del número de candidaturas de un género que exceda la pari-
dad (LGIPE, art.232, párrafo 4) lo anterior con la finalidad de alcanzar 
la paridad de género e incentivar la participación política de las mujeres 
en los procesos electorales a nivel federal y local.Considerando está 
facultad, el INE ha asumido con plena responsabilidad y compromiso 
vigilar el cumplimiento de esta disposición, muestra de ello son las ac-
ciones que se han implementado para incentivar la participación políti-
ca de las mujeres antes, durante y después de cada proceso electoral 
a nivel federal y local. 

¿Qué ha hecho el Instituto Nacional Electoral para 
avanzar hacia la paridad?

Como ya se mencionó, la reforma política de 2014; dotó al INE de 
nuevas competencias y homologó las disposiciones en materia de fi-
nanciamiento en todo el país, la fórmula constitucional del cálculo de 
financiamiento debe observarse a nivel federal y por cada una de las 
entidades federativas, en tanto que las disposiciones y funciones en 
materia de fiscalización son ejercidas únicamente por la autoridad 
nacional. En este sentido, el financiamiento y la fiscalización de los 
recursos de los partidos políticos están regulados en la LGPP. Esta 
nueva norma estableció la obligación de destinar mínimo el 3% de los 
recursos para el empoderamiento de las mujeres, de tal manera, que 
la regulación específica de esta norma (Reglamento en materia de fis-
calización) indica que esos recursos sólo pueden ser gastados en; a) 
tareas editoriales, b) investigación, y c) capacitación. (Estrada, Erika, 
2018)

Sin embargo, vale la pena señalar que antes de la reforma de 2014, en 
julio del 2011 el Consejo General del otrora Instituto Federal Electoral 
(IFE), mediante el Acuerdo CG201/2011 aprobó disposiciones regla-
mentarias adoptando el modelo basado en la lógica del gasto progra-
mado, el cual plantea que los partidos políticos deben seguir reglas 
contables basadas en la planeación, presupuestación, evaluación y 
seguimiento del recurso destinado para la capacitación, promoción y 
desarrollo del liderazgo político de las mujeres. 

Después de seis años de vigencia de la norma del 3%, y luego de 
revisar los informes rendidos por los partidos políticos y los dictáme-
nes del Instituto, la conclusión es que se ha avanzado en el reporte y 
ejercicio del gasto respecto de las actividades para el empoderamiento 
de las mujeres. En efecto, los partidos políticos han adoptado buenas 
prácticas en el ejercicio del recurso, quizá más por obligación que por 
voluntad política pues generalmente este cumplimiento es observado 
y exigido por las mujeres militantes. Además, la autoridad electoral in-
centiva la rendición de cuentas al verificar los eventos realizados por 
los partidos políticos a través de la presencia de auditores, quienes 
de manera previa reciben asesorías con perspectiva de género, los 
cuales no solo se limitan a realizar una valoración cuantitativa de los 
recursos empleados por el partido político, sino a calificar la pertinencia 
del evento para este fin, así como el grado de cumplimiento de metas e 
indicadores, y el seguimiento a la planeación que los partidos hicieron 
a través de los Programas Anuales de Trabajo (Estrada, Erika, 2018). 

Aunado a lo anterior, con la experiencia que tuvo el IFE ahora INE en 
más de ocho Procesos Electorales Federales, se ratificado cotidiana-
mente el compromiso a favor de la paridad, inclusión, igualdad políti-
ca entre mujeres y hombres, así como la participación política de las 
mujeres. Un ejemplo reciente fue que en el pasado Proceso Electoral 
Federal de 2017-2018, el Consejo General aprobó en sesión extraordi-
naria el Acuerdo INE/CG508/2017 por el cual se establecieron los cri-
terios aplicables para el registro de candidaturas a los distintos cargos 
de elección popular que presentaron los partidos políticos y en su caso 
las coaliciones registradas. 

Si bien es claro que el principio constitucional de paridad no garantiza 
por sí mismo resultados paritarios, por tanto, es necesario el estableci-
miento de una serie de medidas tendentes a hacer efectivo dicho cum-
plimiento y poner en práctica las obligaciones que tienen los partidos 
políticos en materia de paridad. Para el INE las reglas de paridad en las 
listas de representación proporcional son de vital importancia, porque 
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propician la paridad en la integración del Poder Legislativo y por el otro, 
lo pueden desequilibrar. 

A grandes rasgos, en dicho Acuerdo el Instituto planteó revertir las 
circunstancias de desventaja en la que se encontraban las mujeres 
comenzando por la manera en que se realizaban los registros de can-
didaturas para integrar el Congreso Federal y cumplir a cabalidad el 
principio de paridad de género establecido en el artículo 41 constitu-
cional, para lo cual la autoridad electoral estimó necesario establecer 
diversas acciones afirmativas a favor de las mujeres, que consisten en 
lo siguiente: 1

	 La lista de candidaturas a senadurías por el principio de re-
presentación proporcional deberá encabezarse por una for-
mula integrada por mujeres. 

	 Al menos dos de las cinco listas de candidaturas a diputacio-
nes federales por el principio de representación proporcional 
deberán encabezarse por fórmulas de un mismo género. 

	 La primera fórmula que integran la lista de candidaturas a 
senadurías de mayoría relativa que se presente para cada 
entidad federativa, deberá ser de género distinto a la segun-
da fórmula.  

	 De la totalidad de las listas de candidaturas a senadurías de 
mayoría relativa por entidad federativa, el 50% deberá estar 
encabezada por mujeres y el 50% por hombres.  

Las acciones emprendidas por el INE si bien constituyen medidas tem-
porales, razonables, proporcionales y objetivas cuyo propósito es lo-
grar una igualdad de géneros desde la postulación de candidaturas en 
disputa, también forma parte de una compensación y reconocimiento a 
los derechos político-electorales de las mujeres que por años han sido 
un grupo vulnerable al cual se le ha impedido por diferentes circunstan-
cias formar parte de manera activa en la vida política del país. 

Ahora, si bien las juntas locales y distritales no tienen atribuciones para 
emitir disposiciones normativas o reglamentarias, resulta imposible 
mantenerse al margen de los efectos de la Reforma de 2014 en este 
tema, ya que la paridad constitucional trajo consigo la visibilización de 
la violencia política contra las mujeres. Ante esta gran problemática 
desde el INE Oaxaca se ha promovido una serie de acciones, tomando 
en cuenta dos premisas: La primera, la violencia política contra las 
mujeres no va en aumento, considerando que lo que se incrementó fue 
el número de candidatas a puestos de elección popular y el número de 
mujeres electas, lo que ha permitido que existan mayores vías de de-
nuncia y atención a un problema que siempre ha existido. La segunda, 
en Oaxaca resultaerróneo atribuible a los Sistemas Normativos Indí-
genas la exclusividad de este fenómeno;pues en los tribunalesexiste 
mayor número de litigios dentro del Sistema de Partidos Políticos. 

Por lo anterior, con el propósito de promover el ejercicio efectivo de 
los derechos político-electorales de las mujeres oaxaqueñas, al igual 
que en otras entidades se ha hecho una labor constante para realizar 
la socialización del Protocolo para la atención de la vio-
lencia política contra las mujeres en razón de género. 
Pero dicha socialización no es suficiente considerando que Oaxaca se 
encuentra en la lista que encabeza las estadísticas de Violencia Políti-
ca contra las Mujeres; en consecuencia, el 25 de noviembre de 2019, 
la Junta Local Ejecutiva del INE en Oaxaca planteó a las dirigencias 
estatales de los Partidos Políticos Nacionales y Locales, así como a 

las autoridades electorales federales y locales (tribunales y fiscalías), 
la necesidad de suscribir un documento denominado “Pacto para 
Erradicar la Violencia Política contra las Mujeres”, con 
el fin de adoptar medidas de prevención con vistas a suprimir este tipo 
de violencia y al mismo tiempo asumir la responsabilidad para realizar 
procedimientos claros dirigidos a sancionar a las y los responsables, 
y reparar a las víctimas, es decir; comprometerse a procurar condicio-
nes de seguridad y respeto a los derechos políticos electorales de las 
mujeres. 

Es por ello que el INE Oaxaca, se ha comprometido a promover el voto 
libre y razonado entre las electoras, en especial aquellas en alguna 
situación de vulnerabilidad, verificar el ejercicio de los recursos des-
tinados a la promoción del liderazgo femenino y quelas campañas no 
contemplen acciones que puedan ser consideradas violencia hacia las 
mujeres; así como a vigilar que el contenido de la propaganda política 
en las campañas en ningún momento contenga violencia hacia las mu-
jeres. A través de convenios celebrados con la Secretaría de Pueblos 
Indígenas y Afromexicano, con diversas Universidades y Ayuntamien-
tos, se ha forjado una colaboración interinstitucional con el fin de rea-
lizar una constante sensibilización por medio de pláticas y tallerespara 
lograr un mayor empoderamiento de las mujeres y erradicación de la 
violencia política a las mujeres por razón de género. 

Fuente de consulta 

Gilas M, Karolina y Christhiansson J.K Mikaela “La paridad de género 
y la regla de los distritos perdedores en México” en Freidenberg Flavia, 
Caminotti Mariana, Muñoz-Pogossian y Tomás Došek, “Mujeres en la 
política: experiencias nacionales y subnacionales en América Latina” 
México, Instituto Electoral de la Ciudad de México e Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, UNAM, p.145. 

Estrada Ruiz, Erika. “El financimiento público como una vía para pro-
mover la representación política de las mujeres en México, Colombia y 
Brasil” en Freidenberg Flavia, Caminotti Mariana, Muñoz-Pogossian y 
Tomás Došek, “Mujeres en la política: experiencias nacionales y sub-
nacionales en América Latina” México, Instituto Electoral de la Ciudad 
de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, pp. 109-113. 

1 Puntos Décimo Octavo y Décimo Noveno del Acuerdo INE/CG508/2017 aprobado por el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral.
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EFICIENCIA Y APLICACIÓN 
DE PRECEDENTES EXTRANJEROS
Acerca de la integración y autonomía del derecho interno de las naciones en un mun-
do globalizado, pero heterogéneo, signado por el multilateralismo de las relaciones 
internacionales.

Juez suplente y Defensora en TRE / CE. Miembro consultor del Comi-
té Especial para el Estudio de la Reforma Electoral de la OAB Federal 
(2019/2022). Vicepresidenta nacional de COPEJE - Colegio Permanente 
de Juristas de la Justicia Electoral (2018/2020), donde ya ocupó el cargo 
de Presidenta Regional (Nordeste) (2016/2018). Profesora de cursos de 
posgrado. Estudiante de maestría en Ciencias Políticas en la Universidad 
de Lisboa (I.S.C.S.P.). Estudiante de maestría en Derecho en Uninove. 
Especialización en Derecho Procesal Penal por UNIFOR. Especialización 
en Derecho y Proceso Electoral por ESMEC / PUC / Minas. Miembro de 
CAOESTE.

KAMILE MOREIRA CASTRO

Con el advenimiento de las organizaciones multilaterales, a principios 
del siglo XX, con la Liga de las Naciones y, más tarde, las Naciones 
Unidas (ONU), la elaboración de normas entre estados soberanos para 
regular sus relaciones internacionales y nacionales entró en la agenda 
de los debates legales sobre los efectos de una integración del derecho 
interno y externo. El tema que comenzó a dividir las opiniones de los 
juristas fue el de la integración o autonomía entre el derecho nacional y 

el negociado con otros estados y el derecho internacional en sí mismo 
(de tratados y acuerdos multilaterales) (Shaw, 2010; Accioly, 2012). 
Por lo tanto, para los monistas, la ley es unitaria, correspondiente al 
sistema legal interno, internacional y convencional, mientras que los 
dualistas defienden que las reglas legales internacionales y extranjeras 
solo pueden producir efectos internos (en el estado soberano) si estas 
reglas se transponen al sistema legal interno (Mazzuoli, 2013).

La fuerza con la cual los juicios y normas internacionales comenzaron 
a interferir en la formación de la condena de los magistrados brasileños 
se debe en gran medida a la intensificación del papel de los tribunales 
internacionales en la resolución de conflictos que involucran: derechos 
humanos y derecho ambiental y, también, el progreso realizado en la 
integración Marco legal y político de la Unión Europea; el aumento 
del multilateralismo en las relaciones internacionales; y la adhesión 
brasileña tanto al sistema regional de la Organización de Estados 
Americanos como al sistema universal de la ONU (Piovesan, 2011). 
Aunque no hay homogeneidad de esta interferencia en todos los 



9

órganos judiciales nacionales (Ribeiro, 2013), es correcto decir que 
la globalización, considerada multifactorial, es decir, que involucra 
aspectos geopolíticos, geoeconómicos y geoestratégicos, impulsa a los 
estados nacionales a adherirse a las normas internacionales y, cuando 
eso no es suficiente, a los mecanismos de arbitraje y mediadores de 
conflictos en las diversas organizaciones multilaterales creadas para 
este propósito, como un ejemplo de la Organización Internacional del 
Trabajo y la Organización de Comercio Internacional (Basso y Polido, 
2012).

Manteniendo las proporciones apropiadas, es posible afirmar que 
las transformaciones operaron a nivel geoeconómico y geopolítico, 
lo que llevó a los pueblos germánicos a abandonar la aplicación del 
derecho romano y a valorar el papel creativo del magistrado para 
conferir una mayor eficiencia en la provisión de jurisdicción en el siglo 
XIX, encuentran similitud con la inserción de precedentes judiciales 
extranjeros en la aplicación de la ley por el poder judicial brasileño en 
el siglo XXI.

En Prusia y Renania del siglo XIX, el hallazgo de que el sistema 
anglosajón era más eficiente en la resolución de conflictos 
comerciales, por utilizar el entendimiento establecido en los tribunales 
y las costumbres comerciales como fuentes de derecho para resolver 
conflictos de intereses, revela Un contexto en el que se subraya la 
necesidad de adaptar el sistema romano-germánico a las nuevas 
dinámicas de globalización política, económica y social en curso 
(Benvenisti & Downs, 2009).

Es posible que las estructuras institucionales actuales del Estado no 
puedan manejar el número total de demandas judiciales que impregnan 
las nuevas relaciones intersubjetivas en un mundo globalizado. En 
este sentido, los tribunales nacionales están en un proceso de reforma 
gradual de sus prácticas institucionales que, a pesar de encontrar 
apoyo en el sistema legal actual, todavía no pueden seguir las nuevas 
regulaciones de comercio, industria y protección ambiental que están 
surgiendo en el escenario global ( Benvenisti y Downs, 2009; Lawson 
y Seidman, 2017). Lo que los autores llaman sumisión a la legislación 
extranjera debe ser reinterpretado a la luz de un modelo de entrega 
más rápido y eficiente que se deriva en gran medida de la influencia 
política y comercial de los Estados Unidos de América y la Unión 
Europea (Lawson y Seidman, 2017).

Cabe recordar, recordando las palabras de Maria Tereza Sadek, que 
el Poder Judicial brinda un servicio a la población. Esto indica que 
esta disposición debe guiarse por las mismas pautas que se aplican a 
otros servicios provistos por el sector público. Sin embargo, ya no se 
trata de aplicar principios exclusivamente legales, sino de incorporar 
a la gobernanza judicial prácticas que ya están consolidadas en las 
prácticas de los países desarrollados y en desarrollo: la administración 
judicial debe ser eficiente, efectiva, transparente, efectiva y 
responsable, siguiendo las mismas pautas generales que regulan la 
ética de los empleados de la Administración Pública (Fish, 1973; Millar 
& Baar, 1981; Quark, 2018; Heyvaert, 2018).

Observando la descripción de Norberto Bobbio de la jurisprudencia de 
intereses, que surgió como una innovación de la Facultad de Derecho 
Sociológica, asumiendo el predominio en los Estados Unidos de 
América, se puede ver cuáles son las pautas más importantes para la 
correcta aplicación del Derecho, frente al pragmatismo de la Filosofía 
anglosajona que se ha convertido en una especie de referencia para 
los juristas brasileños: el magistrado debe conocer el entorno social del 

cual surge el conflicto, comprender las actividades profesionales y las 
características sociológicas que sirven de contextualización para sus 
decisiones judiciales (Bobbio, 2010) . Buscando acercar al magistrado 
a las partes, esta perspectiva no sugiere un compromiso del magistrado 
con los intereses de las partes, sino con los valores políticos y sociales 
de su comunidad, además de prever el mantenimiento de estos valores 
políticos en todas sus reflexiones: en derechos civiles y políticos, 
sociales, económicos, culturales y ambientales (Heyvaert, 2018).

En este breve artículo, compilado a partir de un texto más amplio, se 
intenta comprender el desempeño de la actividad de los magistrados 
frente a la dinámica de la etapa actual de globalización y la influencia 
del multilateralismo político en la reestructuración de las instituciones 
públicas, que termina llegando al poder judicial nacional. La prueba de 
que la Justicia brasileña avanza hacia la incorporación de precedentes 
judiciales en las sentencias nacionales es solo el reflejo de la mejora 
de la globalización del Estado para cumplir con las nuevas demandas 
que surgen en el panorama de las nuevas relaciones político-legales 
globales.

Entendiendo que el Poder Judicial es un poder y, al mismo tiempo, 
presta un servicio, permite evaluar su desempeño de manera objetiva: 
cuando las descripciones obligatorias guían los juicios de los niveles 
inferiores y vinculan los actos administrativos y las políticas públicas 
que deben ejecutarse por parte de la Administración Pública, se ve el 
uso político de la función jurisdiccional, en la cual el Poder Judicial se 
revela como un auténtico poder político. Cuando los ciudadanos tienen 
acceso a la disposición jurisdiccional concretada por las diferentes 
disposiciones legales que los autorizan a ingresar con sus demandas, 
con apoyo que incluye la representación gratuita, existe un servicio que 
intenta ser equitativo y que debe guiarse por pautas éticas aplicables a 
Otros servicios públicos.

La posibilidad de ampliar sus criterios para la interpretación y aplicación 
de la ley, incluida la promoción de una remodelación de la técnica del 
derecho comparado para incluir las decisiones extranjeras en su lista 
de fuentes analíticas de derecho, el Poder Judicial intenta adaptar 
las decisiones judiciales a los dictados de una realidad ampliada 
para la globalización Dado que los valores políticos, económicos, 
administrativos y sociales están en constante debate y, aún así, pueden 
ser objeto de demandas judiciales, el Poder Judicial debe contar con 
una fuente informativa que le permita tomar decisiones que encuentren 
apoyo en el marco internacional y, así, promover una armonización 
entre las decisiones practicadas a nivel nacional e internacional.
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TECNOLOGÍA Y DEMOCRACIA EN CONTINGENCIA

Maestra en Economía y Gobierno por la Facultad de Economía de la Uni-
versidad Anáhuac. Es Licenciada en Derecho por la Escuela Libre de De-
recho de Puebla, donde ha impartido la catedra de “Derecho Civil”.
Actualmente es Consejera Electoral del Instituto Electoral de la Ciudad de 
México, en donde preside la Comisión de Organización Electoral y Geoes-
tadística y coordina los trabajos del Comité Especializado en torno a la 
Figura de la Diputación Migrante. 

Ha participado como ponente en diversos foros y seminarios en materia 
Electoral. Ha dictado conferencias en el extranjero, relacionadas con el 
voto de los mexicanos en el exterior en las Universidades de Columbia; 
Nueva York (NYU) y Cornell, todas estas en el estado de Nueva York; 
además, participó en el Encuentro “El Voto de las Mujeres Migrantes” en 
el Consulado General de México en Chicago, con la Conferencia “Las 
Mujeres Migrantes y la Participación Política”. También participó en la 
Tercera Edición Fortaleciendo los Procesos Electorales en Río Negro, Ar-
gentina, con la conferencia “Tecnología y Democracia en América” y con 
la Conferencia “La participación de las Mujeres Migrantes en los Procesos 
Electorales” dictada para el Consulado de Los Ángeles, California.  Ha 
colaborado con artículos en los libros “La Ciudad de México y su Esquema 
Electoral” y “Un ejercicio de Reflexión, Elecciones 2018 contribución de 
la democracia”; además, ha participado en diferentes misiones de obser-
vación en América Latina como invitada de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) y la Fundación Internacional para Sistemas Electorales 
(IFES). 

MYRIAM ALARCÓN REYES

Hoy el mundo está aprendiendo a vivir de una manera diferente. La 
situación que prevalece en la comunidad internacional por la pandemia 
del Covid-19, la forma en que se ha tratado de contener la propagación 
del virus ha hecho que miles, millones de personas en todo el mundo 
estén en cuarentena, o seesté reduciendo al mínimo la concentración 
y la movilidad de estas. El impacto ha sido directo en la vida cotidiana 
tanto pública como privada para todos y cada uno de nosotros, desde 
nuestras actividades más esenciales como dormir, comer y convivir en 
casa, hasta nuestra vida laboral y educativa, y qué decir de la econo-
mía, el flujo de la moneda y el poder adquisitivo.

Y como sabemos,esta contingenciade salud también afectó a la vida 
política- electoral;a lo largo del año se han llegado a suspender, pos-
poner y reagendar jornadas electivas y procesos en curso, entre otras 
cosas, como la suspensión de plazos y la realización de actividades 
remotas que garanticen los derechos políticos electorales de la ciu-
dadanía.

Haré mención de algunas jornadas pospuestas o suspendidas en va-
rios países, algunas de las que, si bien en su ley fundamental consi-
deran esta posibilidad, no es cierto que en la mayoría de los países se 
hayan previsto en sus constituciones.Más bien,muchos países reac-
cionaron a una situación de emergencia buscando ponderar derechos 
y con ellos salvaguardar la salud y la propia vida de sus ciudadanos.
Me constreñiré a la región de América, que es donde nuestro interés 
por el fortalecimiento de la democracia nos ocupa.

Los factores que operan como garantía de los principios del voto universal, libre, se-
creto y directo, en la implementación del voto electrónico en su modalidad de internet. 
La experiencia de México.
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*Territorio no autónomo administrado por Reino Unido.
** Hasta el momento el gobierno continúa con los preparativos para las elecciones.
Fuente: Centro Internacional de capacitación e investigación internacional, INE. Artículo “Procesos 
electorales, En el contexto de la emergencia mundial por la pandemia mundial del COVID19”

Es aquí donde quiero destacar la relevancia en el ámbito electoral dela 
utilización de Tecnologías de Información y Comunicaciones (TIC). 
Existe una serie de sistemas informáticos que conducen a elecciones-
más ágiles, transparentes y en un marco de certidumbre. Éstas pueden 
formar parte de distintas fases del ciclo electoral, previo a la jornada, 
como registrar y administrar las diferentes candidaturas, durante la 
jornada, como es el voto por internet (e-voting) o dar seguimiento en 
tiempo real a la jornada electoral; y, posterior a la jornada, con activi-
dades que van desdela realización del escrutinio y cómputo, hasta la 
publicación de las actas de la jornada electoral. De esta manera,se 
robustece la transparencia de la información pública y se realizacada 
fase del ciclo conmayor eficiencia.  
Es por ello por lo que cada vez más países están considerando las 
implicaciones de la tecnología electoral, que va desde sistemas de 
bases de datos para el registro de electores y voto electrónico, hasta 
sistemas de bio-identificación, lectura óptica y sistemas de información 
geográficos. 

En general, ha ido en aumento el número de países que buscan con-
vertir su democracia en una democracia inteligente (e-democracy), lo 
que ha provocado que existan argumentos a favor y en contra de la 
utilización de nuevas tecnologías,los principales de los cuales se han 
centrado en la confianza o certeza de la emisión del sufragio y la pro-
tección del voto mismo.

Entre los diversos estudiosos del uso de las TIC en los procesos demo-
cráticos que mantienen argumentos a favor, podemos encontrar varios 
como: la mejorade la información pública acerca del proceso electoral; 
la rapidez en la transmisión de resultados electorales; la facilidad en 
el intercambio de información entre los organismos electorales y otros 

usuarios; fortalecimiento de la participación en los procesos democrá-
ticos y apertura a posibilidades para usarse en la inscripción electoral 
y en las votaciones1. 

Como en todos los temas susceptibles de ser investigados, tenemos 
argumentos en contra y, como ya lo mencionamos, se centran princi-
palmente en que no hay plena confianza en los sistemas informáticos 
y, en consecuencia, se pone en duda el respeto a la voluntad popu-
lar y la secrecía del voto de la ciudadanía. Construir la infraestructura 
necesaria implica altos costos para las instituciones organizadoras de 
las elecciones y, por supuesto,está el tema de la capacitación para 
manejar y auditar este tipo de tecnologías, que queda en pocas manos 
y es difícil para la ciudadanía contar con la garantía de la legalidad de 
la votación. 

Para avalar la certeza y confiabilidad de estos sistemas existen 3 fac-
tores críticos que se debengarantizar: la identidad del ciudadano, el 
proceso, y la seguridad física y lógica de la infraestructura. Estos no 
pueden ser dejadosde lado ya que permiten contar con la confianza 
que deben garantizar los principios básicos del voto: universal, libre, 
secreto y directo. 

Los factores críticos surgen de la necesidad que la Ciudad de México 
tiene en la implementación del voto electrónico en su modalidad de 
internet. para permitir con ello apegarse a los más altos estándares de 
calidad a nivel internacional.

De acuerdo con la figura anterior es importante cubrir cada una de las 
fases que corresponde a los 3 factores críticos 

1)	 Asegurar la Identidad del Ciudadano

a.	 Evitar la suplantación de la identidad del 
ciudadano

b.	 Proceso de verificación y generación de 
contraseñas

c.	 Doble factor de autentificación 

2)	 Garantizar el proceso

a.	 Acompañamiento de autoridades de control y de 
la autoridad encargada de perseguir los delitos 
electorales

1 Castells, Manuel. 2012. Comunicación y Poder. México, Argentina: Siglo veintiuno editores.
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b.	 La integración de comités de expertos, con actores 
ajenos a la institución

c.	 Eventos públicos y Auditorias

3)	 Seguridad física y lógica de la infraestructura

a.	 Continuidad en el servicio, es necesario tener un 
plan de seguridad y un plan de rescate en caso de 
presentarse diversos incidentes

b.	 Infraestructura, es imprescindible tener protección 
contra los ataques, un sistema de redundancia y 
un servicio de detección de intrusos

c.	 Datos, es necesario generar una firma electrónica, 
así como un código que encripte los datos para 
mantener la secrecía del voto

Asegurar la identidad del ciudadano
En México,desde el ámbito subnacional,los Organismos Públicos 
Locales Electorales (OPLE) ya han llevado a cabo procesos electorales 
o ejercicios participativos utilizando tecnologías para la emisión del 
voto. Se han hecho ejercicios tanto en la modalidad electrónica sin 
conexión a internet como es el caso del Estado de Coahuila, que 
de manera gradual, en varios de sus distritos electorales locales, 
ha instalado urnas electrónicas sin conexión a internet, con efectos 
vinculantes, además de sus elecciones estatales de 2005, 2008 y 
2009, con resultados positivos2.

Por lo que hace a la utilización de la emisión del voto directamente 
en sistemas con internet,el entonces Distrito Federal, hoy Ciudad de 
México,lo utilizó por primera vez, de manera vinculante, en el proceso 
electoral de 2012 para la elección de Jefe de Gobierno enel llamado 
Voto Chilango. En esa oportunidad, dio a la ciudadanía residente en el 
extranjero la posibilidad de elegir su emisión entre el voto postal o por 
la vía electrónica por internet y obtuvo, bajo esta última modalidad, una 
participación de 2,639 votos de los 7,916 sufragios emitidos para Jefe 
de Gobierno.

A partir de ese ejercicio electivo, la autoridad electoral administrativa 
de la Ciudad de México ha venido perfeccionando y actualizando 
el sistema electrónico por internet para votación. Desde 2013 ha 
estado implementando este sistema en la modalidad electrónica 
remota en los procesos de participación ciudadana, para presupuesto 
participativo y elección de representación vecinal3. Por lo que forma 
parte de la cotidianidad entre los ciudadanos de la Ciudad de México 
la implementación de sistemas en los procesos electorales y de 
participación, realizados de manera exitosa. 

El sistema remoto de la Ciudad de México cuenta con una etapa de 
pre-registro en la cual el ciudadano manifiesta su interés por emitir 
su voto bajo esta modalidad, además de contar con un sistema de 
reconocimiento biométrico que asegura a la autoridad la identidad del 
titular del derecho a votar; cuenta con dos claves de autentificación, la 
primera se hace llegar mediante correo electrónico y la segunda el día 
de la jornada en un mensaje SMS que busca asegurar que no exista 
el robo de identidad.

En 2020,se utilizó este sistema de emisión en sus dos modalidades, 
remota para toda la ciudad, y la emisión del voto/opinión de manera 
presencial con efectos vinculantes en dos demarcaciones de las 16 

que corresponden a la Ciudad de México (que se puso a prueba). 
Llevar al 100%la votación por internet en dos demarcaciones,Miguel 
Hidalgo y Cuauhtémoc,representó un reto importante para la autoridad 
electoral ya que se instalaron 239 mesaspara atender una lista nominal 
de 473 mil 673 en Cuauhtémoc y 315 mil 336 en Miguel Hidalgo.

Esta prueba piloto del ejercicio de manera presencial deja diversas 
áreas de oportunidad para la aplicación de esta modalidad en los 
distintosprocesos democráticos de participación ciudadana.

Es claro que para seguir avanzando dentro de un nuevo paradigma 
donde la sociedad exige resultados que generen certidumbre, utilizando 
de manera eficiente los recursos, trasparentando y reduciendo costos 
en los procesos, debemos apelar a la tecnología de forma progresiva, 
tomando en cuenta las experiencias de las instituciones electorales 
que están avanzandoen su implementación en cada uno de los ámbitos 
electorales.Para tomar de estos ejercicios las valiosas aportaciones a 
la democracia de nuestra región.

Existen desafíos puntuales que deben afrontarseinvolucrando a la 
ciudadanía y actores políticos, de modo que conozcan los sistemas 
mediante el método de prueba y error, con la finalidad de que al 
momento en que se lleven a cabo procesos electorales o ejercicios de 
participación ciudadana y las y los habitantes emitan su voto, lo hagan 
con plena convicción de que el sistema es seguro y que el resultado 
que se obtenga será el que la mayoría exprese en las urnas. 

Por último, dejar la reflexión del uso de estos instrumentos en 
situaciones que no se encuentren previstas, como es el caso de esta 
pandemia en la que a nivel global hemos sufrido afectaciones, no solo 
en los sistemas de salud y en el impacto sobre las economías, ámbitos 
como el democrático electoral han sufrido también graves afectaciones 
al mantener la política de sana distancia y permanecer en nuestros 
hogares para tratar de contener el riesgo de ser contagiados y por 
supuesto bajar las tasas de mortandad por este virus. 

La afectación a las instituciones electorales que han preparado 
los diversos procesos de jornadas tiene un impacto no solo en el 
aplazamiento o reprogramación de la jornada electiva, los plazos, o 
detener el trabajo previo a la jornada sino también en la afectación 
presupuestal y siesté programado personal, y contratación de diversos 
servicios para el desarrollo de la jornada y estos han sido detenidos 
para su adecuado desarrollo. Ahí la importancia de seguir avanzando 
en el uso de las tecnologías y asegurar los avances del voto en su 
emisión electrónica por internet siempre que se garanticen los 
principios universales del voto.

2 Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila. Proceso Electoral Coahuila 2008, sine 
data, p. 78.
3 Comités Ciudadanos y Consejos de los Pueblos hasta 2019.
Comisiones de Participación Comunitaria 2020
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CONSULTA DE PRESUPUESTO PARTICIPATIVO EN LA CIU-
DAD DE MÉXICO, UNA DÉCADA DE INVOLUCRAR MÁS A 
LA SOCIEDAD CON LA DEMOCRACIA

Magistrada Electoral del Tribunal Electoral de la Ciudad de México.
Es Licenciada en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, con especialidad en Derecho Electoral por la misma casa de estudios.
Se desempeñó como Secretaria de Estudio y Cuenta en la Sala Regional 
Especializada, así como en la Sala Regional Ciudad de México.

Fungió como asesora en la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación y fue Directora del Instituto de Formación y Ca-
pacitación del Tribunal Electoral de la Ciudad de México. Se ha enfocado 
al estudio del sistema jurisdiccional del derecho electoral, control de con-
vencionalidad, libertad de expresión, acceso a la información, mujeres y 
participación política y propaganda político-electoral.

MARTHA MERCADO

La profundización democrática requiere de una sociedad comprometida con la deci-
sión y control sobre la distribución de los recursos públicos, y de su aplicación, y del 
uso de las herramientas que lo hagan posible.

Las consultas de presupuesto participativo comenzaron a tener auge a 
nivel mundial a partir del año 2000, sumando cada vez más lugares en 
donde la ciudadanía que, de la mano del gobierno, elige el destino que 
tendrá un porcentaje de los recursos públicos para realizar obras que 
beneficien a sus comunidades.

En México, diversas entidades tienen dentro de sus legislaciones 
locales la figura de presupuesto participativo, la Ciudad de México 
(CDMX), capital del país, es una de ellas.

El pasado 15 de marzo, en la Ciudad de México se celebró la elección 
de los proyectos de la Consulta de Presupuesto Participativo. Esta 
consulta, de acuerdo con el Artículo 116 de la Ley de Participación 
Ciudadana vigente en la Ciudad de México1,se define“comoel 
instrumento mediante el cual la ciudadani ́a ejerce el derecho a decidir 
sobre la aplicacio ́n del recurso que otorga el Gobierno de la Ciudad, 
para que sus habitantes optimicen su entorno, proponiendo proyectos 
de obras y servicios, equipamiento e infraestructura urbana, y, en 
general, cualquier mejora para sus unidades territoriales”. 

El presupuesto participativo en la Ciudad de México tiene dentro de sus 
objetivos la profundizacio ́n democrática a través de la redistribucio ́n 
de recursos, la mejora de la eficiencia del gasto público, la prevencio ́n 
del delito y la inclusio ́n de grupos de atencio ́n prioritaria. 

1Aprobada y publicada el 12 de agosto de 2019
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Este instrumento de democracia participativa previsto en la normativa 
electoral de la ciudad, ha permitido que la ciudadanía se involucre 
más en el desarrollo de sus comunidades, exija transparencia a sus 
autoridades y tenga una mayor vivencia de sus derechos político-
electorales.Ello,al permitir posibilidades decisorias sobre la distribución 
de recursos y fortalecer los vínculos democráticos. 

La ciudadanía capitalina ha podido participar en este tipo de consultas 
desde 2011, y ha tenido resultados positivos y generado ideas 
novedosas que han permitido cambiar la infraestructura de la CDMX y 
vincular de mejor manera a gobernantes y gobernados.

En la consulta de este año que, conforme al nuevo diseñolegal, tendrá 
impacto en los presupuestos de 2020 y 2021, el Instituto Electoral de 
la Ciudad de México, órgano electoral autónomo responsable de la 
organización de las elecciones locales, realizó la prueba piloto del 
sistema de votación electrónica en dos demarcaciones territoriales, 
Cuauhtémoc y Miguel Hidalgo.

A pesar de que los resultados presentaron áreas de oportunidad en 
estas demarcaciones, el ejercicio resultó positivo porque permitirá en el 
futuro cercano generar elecciones menos onerosas para la ciudadanía 
y con mayor velocidad en el procesamiento y publicación de resultados. 
La democracia constantemente evoluciona a posibilidades digitales. 

De ahí, la conveniencia de explorar nuevos mecanismos que permitan 
a más personas participar, como fue el voto anticipado a través de 
internet, aprovechando así las tecnologías de la información en la 
construcción y desarrollo de un mejor sistema electoral.

Asimismo, esta consulta tuvo la particularidad de celebrarse días 
previos al inicio en México de la contingencia sanitaria a causa de 
la pandemia de COVID-19 y, la etapa de resolución de medios de 
impugnación a los resultados, se llevará a cabo una vez concluído el 
periodo de cuarentena2.

Respecto a la consulta del presupuesto participativo, y, en general,a la 
mayoría de los instrumentos de participación ciudadana en la Ciudad 
de México, existen mejoras en diversos aspectos.

El primero de ellos sería la difusión de las diversas etapas que 
constituyen la consulta, así como de los proyectos aprobados para 
contender en cada una de las unidades territoriales. El desconocimiento 
provoca apatía y genera porcentajes de votación muy bajos. En esta 
ocasión, sólo el 5.6 por ciento de la población participó3. La ganancia 
democrática de estos mecanismos no debe verse opacada por los 
déficits de una participación escasa.

Encontrar espacios mediáticos, más allá de los tiempos oficiales, en los 
que se pueda dar a conocer en qué consiste, las etapas y beneficios de 
las consultas de presupuesto participativo generará un mayor interés 
en la ciudadanía y, por ende, mejores tasas de participación.

2 El Tribunal Electoral de la Ciudad de México, órgano autónomo responsable de resolver los medios de 
impugnación en materia electoral en la capital del país, acordó la suspensión de plazos y términos del pasado 27 de 
marzo al 20 de abril (salvo que se extienda la contingencia sanitaria).
3 https://www.iecm.mx/noticias/difunde-iecm-computos-de-eleccion-vecinal-y-consulta-de-presupuesto-participativo/

De igual forma, sería conveniente que las personas promotoras de 
los proyectos puedan difundir, de manera sectorizada, los alcances 
y beneficios de sus propuestas, pues de esta manera las vecinas y 
vecinos reconocerán de mejor forma la importancia de ser parte de 
estas consultas.

En el caso de los Tribunales Electorales debemos dar una mejor 
explicación y difusión a nuestras resoluciones, dando a conocer a la 
ciudadanía el impacto y alcance de éstas.

Los tribunales somos el primer punto de vinculación entre la justicia 
electoral y la ciudadanía, de ahí que debamos desempeñar una 
función transparente y clara para que todas las personas entiendan 
el sistema electoral y, sobre el particular, las consultas de presupuesto 
participativo.

Como autoridades electorales debemos velar siempre porque nuestro 
trabajo beneficie a la ciudadanía. Las consultas de presupuesto 
participativo permiten que ésta decida sobre el futuro y desarrollo de 
sus comunidades, está en nuestras manos valorar y defender esa 
decisión en aras de seguir fortaleciendo el sistema electoral y la cultura 
democrática de todas las entidades.
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LAS ELECCIONES BAJO EL ESTRÉS DE LA PANDEMIA 

Licenciado en Ciencia Política de la Universidad de Buenos Aires, Argen-
tina. Se especializa en sistemas electorales y Observación Electoral. Es 
Director Ejecutivo de Transparencia Electoral de América latina. Recorrió 
el continente siguiendo las elecciones de la región. Es autor del libro “Así 
se vota en Cuba”

LEANDRO QUERIDO

Cuando el mundo se cierra urge abrir nuevas posibilidades. La crisis sanitaria es una 
oportunidad para explorar alternativas en las distintas etapas del proceso electoral. 
Las herramientas tecnológicas que pueden contribuir a mantener la integridad física 
del elector, sin impedir su participación en la toma de decisión, y a la vez garantizar el 
desarrollo de elecciones con integridad, cobran cada vez más relevancia.

El mundo está navegando en aguas poco exploradas. La incertidumbre 
se apodera de todos los órdenes de una vida que se ha desordenado. 
En este contexto, muchas personas e instituciones buscan adaptarse 
a los nuevos tiempos. En lo que a nosotros como Transparencia 
Electoral1 respecta nos interesa advertir lo que está pasando y lo que 
podría pasar con los procesos electorales.

Bolivia, Paraguay, Uruguay, Chile y República Dominicana postergaron 
las fechas de sus respectivas elecciones previstas para estos días. 
Alrededor de 50 procesos electorales fueron postergados en el mundo. 
Entre ellos las regionales de España, y las municipales de Inglaterra 
y Francia.
1Sitio web www.transparenciaelectoral.org

Para sorpresa de muchos, Corea del Sur hizo sus elecciones legislativas 
el pasado 15 de abril con un récord de participación, y Estados 
Unidos mantiene sus elecciones primarias, aunque con algunas 
reprogramaciones de calendario.

En este marco Transparencia Electoral realizó una serie de conferencias 
virtuales donde se le consultó a autoridades electorales y especialistas 
de empresas que desarrollan soluciones tecnológicas para elecciones. 
Producto de ello podemos bosquejar algunas consideraciones acerca 
de lo que puede deparar el futuro inmediato caracterizado por la 
incertidumbre y la inestabilidad. 

El primer punto que surge es el de la calidad institucional. Es de esperar 
que, así como un sistema de salud sólido se encuentra en mejores 
condiciones para enfrentar el problema del virus originado en China, los 
países con una robusta institucionalidad electoral estarán en mejores 
condiciones para adaptarse a este nuevo y complejo escenario; que 
no solo afectará el calendario electoral 2020 sino también el de 2021. 
Solo recordemos que en América Latina hay autoridades electorales 
que tienen serios problemas para hacer elecciones en condiciones de 
normalidad. Los últimos procesos electorales en Bolivia y República 
Dominicana son solo algunos ejemplos.  

La tecnología es una aliada imprescindible para adaptarse al nuevo 
escenario. El proceso de incorporación de tecnología ya se había 
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iniciado en la región. La mayoría de los países han modernizado 
sus procesos adaptándose al cambio tecnológico en el que ya se 
encontraba el mundo; pero ahora la pandemia puede acelerar este 
proceso que estaba enfocado en la etapa de distribución logística del 
material electoral, la identificación de los electores, o el procesamiento 
y la transmisión de los resultados. Hoy el problema se encuentra en otro 
lado: en la aglomeración de las personas. Es por ello que la discusión 
pasa ahora por evitar la concentración de electores y preservar la salud 
del personal electoral, sean funcionarios generales o de mesa.

En este sentido pueden tomarse dos tipos de iniciativas, unas 
estructurales y otras de contenido. Las primeras requieren de reformas 
a las normas, por lo tanto, transitan por un canal específico; y las 
segundas son acciones que pueden llevarse a cabo por la propia 
autoridad electoral. 

Los procesos electorales tradicionales están basados en el criterio 
del manualismo electoral,en donde el papel y el contacto físico o al 
acto presencial de los electores es el rasgo más característico. Hoy 
estamos ante una necesidad de revisión de este modelo.  

Un proceso electoral se divide en tres etapas: la pre electoral, la 
electoral y la post electoral. A su vez podemos detectar un promedio 
de 53 instancias desglosadas en las 3 etapas mencionadas de todo 
proceso. 29 de ellas suponen algún nivel de contacto físico que podrían 
implicar focos infecciosos que atentan contra la seguridad del proceso 
electoral. Como veremos, muchas de estas instancias son susceptibles 
de cambios tendientes a evitar o reducir la amenaza de contagio. 

En la actualidad no todo es manualismo electoral. Nos encontramos 
con experiencias exitosas que con innovación y apego a la integridad 
electoral cambiaron el paradigma de las elecciones. El caso de 
Estonia2 es inspirador. Hace 15 años se implementó el voto electrónico 
remoto como una alternativa al voto presencial con boleta papel. En las 
últimas elecciones de 2019, el 44% del electorado votó vía internet, a 
través de su pc o app de teléfono celular. Lo hicieron con éxito desde 
145 países distintos y desafiando la amenaza de Rusia en términos de 
interferencias tecnológicas. Cabe aclarar que Estonia no suprimió el 
voto manual, agregó el voto electrónico remoto como una opción más. 
Una suerte de servicio adicional al elector que, por lo que se advierte, 
es notorio en cuanto a su crecimiento entre elección y elección.

En nuestro continente también contamos con cambios interesantes 
en proceso. México cuenta con un manualismo electoral engorroso, 
que da lugar a filas y a la concentración de personas, y que brinda 
los resultados de modo muy tardío, obligando a las autoridades de 
mesa a realizar un trabajo agobiante. Sin embargo, los mexicanos 
en el exterior podrán votar de una manera más amigable y segura. 
El Instituto Nacional Electoral ha desarrollado un sistema de voto 
electrónico por internet para que los ciudadanos que residen en el 
extranjero, empadronados  en algunos estados determinados, puedan 
votar por su gobernador en las elecciones regionales de 20213. Un 
cambio sustancial que dividirá las aguas entre los electores que 
seguirán votando como en el siglo XIX y los electores que ingresan 
al siglo XXI. 

En el profundo federalismo de Estados Unidos hay experiencias de 
todo tipo. Las más innovadoras se encuentran en las experiencias 
del earlyvoting. El voto temprano le permite al elector votar no solo 
durante una jornada electoral. Lo puede hacer en los días anteriores 
a esa jornada. Esta iniciativa evita la concentración de electores de 
un modo contundente. Esta modalidad puede hacerse en un puesto 
electoral, al que el elector se debe presentar para ejercer el voto o lo 
puede hacer por correo postal. El voto temprano es una iniciativa que 
ha funcionado y su tendencia es la de utilizarse cada vez más. En las 
2 Para mayor información al respecto se puede consultar a Delgado, Jesús. “Voto en línea una alternativa ante la 
imposibilidad de acudir a los centros de votación”:https://www.noticiaselectorales.com/voto-en-linea-una-alternativa-
ante-la-imposibilidad-de-acudir-a-los-centros-de-votacion
3 Estos estados son Baja California Sur, Chihuahua, Colima, Guerrero, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Querétaro, San 
Luis Potosí y Zacatecas.

últimas elecciones presidenciales de Estados Unidos, en 2016, casi 
el 40% de los electores lo hizo a través de esta iniciativa. Para estas 
elecciones de 2020 se podrá votar por correo en 354 de 50 estados, lo 
que representa nada menos que el 70% de los mismos. Cabe destacar 
que Colorado, Oregón, Washington, Hawái y Utah llevan a cabo todas 
sus elecciones por correo.

La pandemia profundizó esta tendencia y en la actualidad se debate en 
la Cámara de Representantes un fondo federal especial para financiar 
la creciente demanda de los electores de votar bajo esta modalidad. 

Vuelvo a la inquietud inicial. ¿En cuántas instancias del proceso 
electoral podemos evaluar iniciativas para disminuir las posibles 
instancias de focos infecciosos? En la etapa pre electoral debemos 
evaluar nuevos protocolos en lo que respecta a registro de votantes, 
evaluación de centros de votación, operaciones de almacenamiento 
de materiales, acreditaciones electorales, registro de partidos y 
candidatos, producción y almacenamiento de boletas, capacitación 
de personal de locales de votación y capacitación del votante. Por su 
parte, en la etapa electoral los cambios pueden dirigirse a la logística y 
distribución, a la votación, a la autentificación del votante, emisión del 
voto, escrutinio, cierre del proceso y elaboración de actas, auditoría, 
verificación de resultados y procesamiento y transmisión de resultados.

Entre las alternativas concretas a implementar podemos destacar 
la recopilación de la información de los centros de votación para 
establecer protocolos que garanticen el distanciamiento que disminuya 
los riesgos de contagios; la reducción del número de votantes en los 
centros de votación; la capacitación y evaluación online del personal 
temporal para la elección; la incorporación de tecnología para el 
registro y la identificación del votante, de manera que se minimice 
el contacto. Además, la acreditación de observadores electorales 
a través de plataformas tecnológicas que se basen en la validación 
de la ID y biométrica (foto) que se contraste con un repositorio 
oficial. Protocolos para mitigar los contagios durante la impresión de 
boletas, almacenamiento y distribución de material, mecanismos de 
desinfección (inyección de ozono) de áreas de operación, protocolos 
para garantizar que los electores y otros actores salvaguarden su salud: 
pantallas acrílicas en las mesas de votación, marcadores descartables 
para las boletas, desinfección con luz ultravioleta, máscaras, guantes, 
distancia social, etc. 

Otro aspecto a resaltar es la posibilidad de la digitalización de las 
actas para que los centros de procesamiento no tengan material 
potencialmente contaminado, los instrumentos de votación alternativos 
como la mencionada votación temprana, es decir, voto por correo 
postal o voto por internet.

Finalmente, y luego de todas las posibles iniciativas a evaluar, 
volvemos al punto de inicio. Todos estos cambios deben hacerse con 
apego a la integridad electoral, y esta mucho se vincula con la situación 
de la institucionalidad democrática de cada país. Este es el verdadero 
desafío, porque el escenario se divide una vez más entre los países 
que adoptan el cambio positivo e innovador, y los que aprovechan las 
circunstancias para reducir la competitividad electoral y lesionar los 
derechos políticos. El virus del ventajismo electoral siempre está al 
acecho. 

4  Estos distritos son Alaska, Arizona, California, Colorado, Distrito de Columbia, Florida, Georgia, Hawái, Idaho, 
Illinois, Iowa, Kansas, Maine, Maryland, Michigan, Minnesota, Montana, Nebraska, Nevada, Nueva Jersey, Nuevo 
México, Carolina del Norte, Dakota del Norte, Ohio, Oklahoma, Oregón, Pennsylvania, Rhode Island, Dakota del Sur, 
Utah, Vermont, Washington, Wisconsin y Wyoming.
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LOS ORGANISMOS ELECTORALES SUB NACIONALES
EN LA ARGENTINA

Abogada egresada de la Facultad  de Derecho, Ciencias Sociales y Polí-
ticas de la UNNE,  Juez de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo y Electoral de la provincia de Corrientes. Miembro titular del 
Consejo de la Magistratura de  la Provincia y Presidente del Foro Federal 
de Organismos Electorales Provinciales organización que nuclea a los in-
tegrantes de los tribunales electorales de todas las provincias argentinas

El propósito principal de los organismos electorales locales es garantizar elecciones 
con integridad, que certifiquen las buenas prácticas democráticas, la validez de los 
resultados, la calidad del proceso como expresión genuina de la voluntad popular.

La Argentina está organizada como un país federal,lo que supone 
la existencia de un Estado central que convive con una pluralidad y 
autonomía de muchos otros Estados. Eso determina la existencia de 
más de un centro territorial con capacidad normativa.

En materia específicamente electoral, la Constitución Nacional 
establece una clara distribución de potestades, que identificamos 
como “la regla federal electoral” y que rige nuestra vida institucional 
desde la perspectiva del Derecho Electoral. 

De acuerdo con esta regla federal electoral, a la Nación le compete 
la fijación de las normas relacionadas con la elección de autoridades 

nacionales -conforme surge de la delegación realizada por las 
provincias a su favor para la elección de diputados nacionales (art. 
45), senadores nacionales (art. 54), presidente y vicepresidente de 
la Nación (art. 94 y CC.)–; mientras que garantiza a las provincias el 
establecimiento de sus instituciones y la elección de sus autoridades sin 
intervención del gobierno federal (art. 122); subordinando tanto éstas 
como a la Nación a la plena vigencia de un sistema representativo y 
republicano de gobierno.

Los estados federados tienen la potestad de estatuir su propio régimen 
electoral por aplicación de los artículos 5, 121, 122 y 123 de la 
Constitución Nacional y, en principio, sólo a ellos compete el ejercicio 
pleno de la jurisdicción con relación a dichas cuestiones.

Por lo tanto, en esta facultad inherente a las provincias está involucrado 
–sin lugar a dudas– el derecho a establecer un régimen electoral propio, 
el que comprenderá al conjunto de derechos políticos que surgen 
necesariamente del pleno ejercicio de la autonomía contemplada en el 
Art. 5 de la Constitución Nacional.

En este contexto constitucional en Argentina conviven Organismos 
Electorales Provinciales con Organismos ElectoralesNacionales. Cada 

MARIA HERMINIA PUIG
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uno con su propia legislación, lo que eventualmente genera conflictos 
de competencia entre ambos órdenes.Estos han sido zanjados tanto 
por la Corte Suprema de Justicia como por la Cámara Nacional Electoral 
con criterios que se han ido consolidando como reglas constantes de 
solución de los mismos. 

De esta manera, seha forjado una rica variedad de modelos 
organizativos de la cuestión electoral,ya quecada provincia ha adoptado 
aquel que, conforme los consensos sociales de cada momento,fueron 
considerados comomás convenientes, teniendo siempre a la vista 
lacentralidad de esta institución para el sistema democrático.

Es así que entre las veintitrés provincias argentinas y la ciudad 
Autónoma de Buenos Airesencontramos organismos electorales que, 
en cuanto a su ubicación en la tradicional división tripartita de los 
Poderes del Estado,unos se encuentran insertos enel Poder Judicial, 
otros fueron creados constitucionalmente como extra Poder, hasta la 
más reciente creación, la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
de un ente autárquico en el ámbito del Poder Ejecutivo de Gestión 
Electoral.

En relación a sus integrantes,estánlos que son conformados por jueces, 
ya sean ministros de las Cortes locales, integrantes de Cámarasde 
apelaciones o de primera instancia e, incluso, integrantes del Ministerio 
Público, como también los hay con una conformaciónheterogénea,es 
decir, representantes de los tres Poderes en diferentes combinaciones, 
jueces, legisladores e,inclusive, el Poder Ejecutivo a través del Fiscal 
de Estado. 

También la forma de elecciónde sus integrantes varía. Algunos 
son jueces con competencia electoral que surgieron de procesos 

de selección conforme las leyes locales prevén para el cargo (por 
concurso ante el Consejo de la Magistratura/designación por el Poder 
Legislativo a propuesta del Ejecutivo), otras veces, jueces de cualquier 
fuero son sorteados para desempeñar la función electoralpor períodos 
determinados que varían de dos a cuatro años, considerándose tal 
designación como una carga pública.

Los Organismos también pueden tener una constitución permanente o 
solo conformarse para cada proceso electoral. En cuanto a la posibilidad 
de cuestionar sus decisiones hay diferentes soluciones, en general los 
Tribunales Electorales son de instancia única y sus resoluciones solo 
son recurribles por vía de Recurso Extraordinario ante los Superiores 
Tribunales locales, mientras que cuando nos encontramos con un 
Fuero Electoral y con un Juez Electoral, sus decisiones son apelables 
por vía ordinaria ante una Cámarade apelaciones que puede tener la 
competencia electoral especifica o no. 

Con este brevísimo análisis comparativo-sin pretender ser exhaustivos- 
intentamos aproximarnosa la realidad institucional de nuestro país que, 
para algunos prestigiosos doctrinarios, genera numerosas dificultades 
y una alta conflictividad en los procesos electorales locales que 
debería evitarse. Sin embargo, para nosotros, los operadores de los 
Organismos Electorales Provinciales, representa la más alta expresión 
del federalismo consagrado en la Constitución Nacional yel respeto a 
las identidades locales. En todo caso, los motivos de la conflictividad en 
un proceso electoral no se vinculan con los Organismos encargados de 
gestionarlo, que trabajan con un fuerte compromiso para darle a cada 
elección la mayor calidad, credibilidad y confiabilidad, para garantizar 
así, que el resultado sea la legitima expresión de la voluntad popular.
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